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pfieotupociĉw de^ lo REVISTA "ENSEÑANZ^► MEDIA" por Fa-
cilitorlss oq^ellos teiwos de w+oror oc^ualidod en nuestro Mi-
wisterio.

EN este Seminorio de odministroción de personol, que ton ocertodomente se ho
^niciodo, no podío foltor, como es lógico, el que se trotora del régimen de recur-

sos concretodo o nuestro Deportomento y Io proyecc^ón que sus resoluciones tienen en
lo vío contenciaso-oáministrotivo. Cuondo fui gent^lmente invitodo o desorrollor uno
ponor$mico 9ene+ral en esto moterio, en principio, me plonteé lo dudo de si su
orientoción debía obordorse desde el óngulo doctrinol, o, controriomente, su enfo-
que ttndrío que ojustorse desde un plono puromente pro9mótico y dentro de ello
o Ios cuestiones que ofecten o nuestro Ministerio y que, en mis oños de ortuoción
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edministrotivo, pnmero, como Letrado, y, después como Jefe del Servicio, lo ex-
perien<ia me ha hecho acumular unos conocímientos y tecnicismos, al mismo tiem-
po que me ha permitido observor oquellas dificultcdes con las que, a diario, tropieza
nuestro servicio; o estas, primordiolmente, voy a referirme, no sin ontes jalonar uno
sucinta exposición del desenvolvimiento en nuestra casa del régimen de recursos.
Paro quienes pudiera interesarle una mayor dedicación y profundidad de estos pro-
blemos, les aconsejo ta abra del docto Catedrótico de Derecho odministrotivo, señor
Gonzólez Pérez, titulada "Los recursos administrativos", cuya segunda edición, co-
rregida y aumentada, acabo de ver recientemente lo luz en las publicaciones del
"B, 0. del E.". Hoce justamente un mes, pronuncié en el Seminario de Profesores
de la Facultad de Derecho de la Universidod de Novarra, una conferencia titulada "La
eficacio del Derecho privado en las relociones de los particulares con la Adminis-
tración", conferencio que fue seguida de coloquio y aunque los problemas los exa-
miné desde un punto de vista "iusprivatistó', no obstante partía de unos princi-
pios comunes, en especial en cuanto me refería a la necesidod de instituir un au-
téntico Estado de Derecho, que permitiera establecer seriamente (de no ser así no
se puede hoblor de ello), un régimen de garantías jurídicas al administrado, para
lo cual es punto de arranque la tan necesaria y anhelada despolitizoeión de la Ad-
ministración. La política, como instrumento de Gobierno, no puede, ni debe nunca,
mediatizor la Administración, puesto que implícitamente encierra una disminución
y traba o cualquier clase de gorontías jurídicas que, en un momento determinado, o,
quedon en suspenso, o, son utópicas.

Lo cierto es que, afortunadamente, de día en día, se vislumbro un progresivo
ovance, en la marcha de la vida política de los poíses, del establecimiento de ese
régimen jurídico, y, concretomente, refiriéndonos a nuestro Derecho positivo, evi-
dencia este aserto el Cuerpo de Leyes administrativas que, en estos últimos años,
han enriquecido nuestro ordenamiento jurídico, y, así, la Ley de la Jurisdicción
contencioso-administrativa, ha venido a garantizor al administrado el reestableci-
miento de un órgano jurisdíccional y por tanto independiente, que revise los artos
administrativos yo pronunciados por los que pudiéromos denomínor órganos de la jus-
ticia odministrotivo, es decir, 1os tramitados por el Servicio de Recursos; como osi-
mismo, ha limitado a los órgonos del poder ejecutivo el actua^r libremente enmar-
cándose en lo ya trodicional y conocido figura del "fraude o la Ley" cuyo origen
estó en el Derecho privndo; me refiero a la Ley de Régimen Jurídico de la Admi-
nistración del Estado, y a la culminación, en esta primera fase del caminar hacia
ese Estado de Derecho, con lo Ley de Procedimiento administrativo, tan necesaria y
conveniente, tan monejoda y a veces tan poco entendida y menos usada por quie-
nes tienen a su cargo Ia función ejecutiva. Los funcionorios tenemos que saludar y
respetar a esta Ley, porque ella ho de ser para nosotros en general, desde cualquier
sitio en que prestemos servicios a la Administración, el sostén y la fuerza de los
argumentos de nuestra octividad funcionarial. De su observancio o no, dependerá la
agilidad de la Administración, y, puesto que se nos ha entregodo, para su uso y
aplicación, debemos velar por la pureza y eficacia de la misma.

Esto normativa constituye, en esencia, lo que pudiéramos denominar el pórtico
del tan deseodo "Código odministrativó', base o cimiento que, como declaración de
principíos generoles, han de servir de módulo a^l Derecho especiol o excepcianal que
comprende la institucionalización de las múltiples facetos que ha de presentar la
Administración en su particular y concreto ordenamiento jurídico y que, en su día,



KI`.^^1111:V UI^[ KI!C'l'KSl)ti ^9^1

permitirá alcanzar el Estado de Derecho que establezca el régimen jurídico casuís-
tico que venga a garonfizor plencmente los derechos subjetivos de los odministrodos
(al referirme a éstos, lo hago con corácter general, es decir, que comprende por
igual tanto ol particular, en sus relaciones con la Administración, como al funciona-

rio público, en cuor^to es titulor de derechos frente a la Administración), sin que el
examen, dectaración, resolución y ejecución yue sobre ellos proclame la Administra-
ción, pasen previamente por el tamiz de la política.

Cuando lo Administración pone en marcha su maquinaria para^ resolver una pe-
tición, nacida de uno necesidad objetiva de servicio, creo una situación jurídico-
administrativa que sitúa en movimiento al odministrado, ora para interesar estoóle-
cer una relación mediata y directa, ya paro deducir una petición que puede o no
engendror una pretensión. A pesar de la sinónima apariencia, entre "petición" y"pre-
tensión" frente a la Administración, conviene distinguir, al menos pora mi doctri-
nalmente, el sentido jurídico que entre uno y otro vocablo existe en pura ortodoxia
jurídica; osí, mientras "petición" comprende, con carácter general, desde una con-
cesión graciosa, o, graciable, de un beneficio, o simplemente de crear esa relación
jurídica entre administraeión y adrninisrrado, "pretensión" implico que esa petición
va refarzada por la existencia, ol menos la creencia en el administrado, de que es
"titulor de un derecho subjetivo" a lo que pide, lo cual no quiere decir que su "de-
recho" no pueda sucumbir ante un derecho preferente de otro peticionario, o lo que
es lo mismo, la concurrencia en éste de un "mejor derecho" que vence o^l esgri-
mido.

Pues bien, en un coso u otro, lo Administración resuelve y lo decisión que adopta
es, en su consecuencia, un acto administrativo que crea, modifica o extingue una
situación jurídica concreta e individualizada^. A partir de este momento, desde que
el acto administrativo toma cuerpo, es donde la próctica nos pone de monifiesto los
ínnumerobles fallos que muy asiduamente se producen por los órganos de la Admi-
nistración, y más concretamente por sus servidores o vehículos de este crto. Me re-
fiero o la notifieoeión. Es muy general el que al hecho en sí de la notifieaeión de
un octo odministrativo no se le conceda la suficiente importancia que, en el desen-
volvimiento y bueno morcha del servicio, tiene; es muy corriente que ol Ilevarlo a
cobo se prescinda obsolutamente de lo establecido en el apartado 2." del art.° 79
de la Ley de Procedimiento, es decir, que toda resolución que ofecte a los derechos
o intereses de los administrados debe contener el texto íntegro del octo, su motiva^-
ción, con la expresa indicoción de si es o no definitivo en lo vío administrativa, como
asimismo la expresión de los recursos procedentes y designación del órgano onte el
que ha de presentarse; es muy usuol, en la práctica^ odministrativa, esto omisión
que, insisto, tiene gran troscendencia toda vez que si el administrado no subsana

esta defectuosa notificación, camporta la nulidad del acto. #^iénsese el arma que, con
esta negligencia, se facilita al recurrente temerorio. Por ello, vuelvo a la corga, hay
que evitar que esto se produzca^ con tanta frecuencia por cuanto entorpece la buena
marcho de la Administración, hace volver de nuevo a destejer y tejer e irroga gra-
ves perjuicios a quienes se han visto beneficiodos por un acto de esta naturalezo;
obsérvese que es preceptiva la declorarión de si dicho acto es o no definitivo en la
vía administrativa; si lo es, entra en liza el régimen de recursos; si no lo es, no ha
concluido la vía gubernativa; pero, en cualquier caso, el estricto cumplimiento de
los requisitos de la notificoción en forma, además de lograr uno mayor ligereza en
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el desenvolvimiento de la Admin^strauón, sc reduciría, si no en gran porte, al menos
en un porcentaje de cierta consideración, el número de recursos.

EI régimen de recursos en e! M^nisterio, junto a la normotiva generol de la Ley
de Procedimiento, estó contenido en la 0. M. de 3 de diciembre de 1965 (Boletín
Oficial M. 24 de enero de 1966 y B. 0. E. 14 de mayo) que vino a sustituir
la anterior de 3 de diciembre de 1957, adecuándose a las disposiciones de la Ley
de Procedimiento. En esta disposición se don las normas para su tramitación, así
como los reglas de organización interna^ y las que deben observor los dependencios
del Departomento que, dicho seo de poso, sin designar, lo cierto es que algunas se
olvidon de su contexto y no está demós el recordarles que deben ajustarse a ella.

Cuando la Administración, por ejemplo, nuestro departamento, ha dictado una
Orden o una Resolución, quienes se consideren ofectados, en sentido negativo, con
lesión a un derecho subjetivo o un interés directo, personal y legítimo, tienen abierta
lo vía de recursos con objeto de conseguir un pronunciomiento de la Administración
ojustado a Derecho. EI art.° 113 de la^ ley de 17 de julio de 1958, determina que
"contra las resoluciones administrativas y los actos de trómite que determinen la im-
posibilidad de continuar un procedimiento o produzcan indefensión, podrán utilizarse
por los títulores... los recursos de olzodo y de reposición previo a la^ vía contenciosa
y con carácter extraordinario, el de revisión".

De lo expuesto se colige que los recursos que en vía administrativa o guberna-
tiva pueden utilizorse son de dos clases: recursos ordinorios; alzada y reposición, y,
recursos extraordinarios, como es el de revisión. Esta distinción es de importancia,
puesto que lo nuevo reglomentación del régimen de recursos ha hecho desaparecer,
como tales recursos los que, con onterioridad o lo Ley, se conocíon con los nombres
de recursos de súplica, queja, etc. La razón es bien sencilla: la norma^tiva procedi-
mental debe abreviar en la medida de lo posible la proliferación, como osimismo
lo plúmbeo. De oquí que el lenguaje jurídico debe ser lo más breve, conciso y con-
creto posible.

Cuondo hablamos de la vío^ gubernativa o odministrativa, nos desenvolvemos
siempre dentro de la esfero de la Administración, por eso precisamente hemos esta-
blecido de entrada la distinción entre vía gubernativa y vía contenciosa, para des-
lindar previamente un problema tan imPortante cual es el de la competencia. La•
Administroción conserva siempre su competencia, en materio de recursos, como se-
guidamente se evidenciará. En efecto. EI art.° 54 de lo Ley de la jurisdicción con-
tencioso-odministrativa, establece el plazo de un mes, desde que se interpone el re-
curso gubernotivo, para entender que la Administración, por la^ doctrino del silencio,
desestima lo pretensión deducida, quedar,do abierra la vío contencioso; pero ello no
es mós que una presunción, por cuanto, seguidamente, este precepto rehabilita ese
plazo, si recayese resolución expresa, en cuyo supuesto se concede dos meses pora
acudir al Tribunal Supremo desde lo notificación del recurso; de no existir resolución
en el plazo de un año, es el tiempo máximo que concede la Ley de esta jurisdicción
para personarse onte ella. A este respecto conviene advertir que el Tribunal Supremo
ha venido cambiando el rumbo que en un principio tomara referente o la odmisión
del recurso contencioso-administrafiivo, oún transcurrido el año con exceso, si la Ad-
ministroción, pasado este plazo, se decidía a resolver; la jurisprudencia en principio,
onte la obligatoriedad que las Leyes imponen a la Administración de pronunciarse
siempre, ounque hubiese tronscurrido dicho plazo móximo, entendía que al resol-
ver ésta, entraba en juego el apartado l." del art." 58 de la Ley de la jurisdic-
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ción contencioso-admmistrativa, es decir, que rehabilitaba el p;azo de las dos meses
pora acudir a la vía contenciosa; s^n embargo, la tendencia ahoro predominante es la
de que el administrado opele a su ámbito dentro del oño señolado, Sin emborgo, !a
Administración no pierde nunca su competencia para deadir, pese al corácter preclusi-
vo de los plazos en nuestro ordenamiento jurídico, como lo prueba el ort.° 90 de la
Ley de esto Jur;sdicción, ol decir que si interpuesto el recurso contencioso-adminis-
trativo la Administrorión reconociese totolmente en vía administrativo los pretensio-
nes del demandonte, podrá ponerse en conocimiento del Tribunal el que, por Auto,
declarará terminado el procedimiento y ordenará su archivo. Como se puede observar
la competencia no la pierde nunca Ia Administración, si bien a mi juicio, se trato
de una competencia deferida. EI reconocimiento de la pretensión ha de ser total,
no cabe una estimación parcial; su condicionamiento, pues, es pleno, todo vez que
el supuesto previsto en el num. 2.° de este precepto es distinto, ya que lo único que
establece es la rehabiiitoción de la jurisdicción contencioso, eximiendo del previo re-
yuisito del recurso de reposición, en el supuesto de que si o"posteriori" de la pro-
clamación, o, reconocimiento de la prelensión que pende ante la jurisdicción, de nue-
vo la Administración revoca el pronunciomiento que ha dictado, dando lugor ol de-
sestimiento, entonces la Ley ol administrado le resuuto, ya que no puede hablarse
de rehabilitación en este supuesto, su derecho a recurrir de nuevo.

De las dos clases de recursos ordinarios; alzada y reposición, el primero, toma
cuerpo cuando el ecto administrctivo no cousa estado, es dedr, cuando la propia
Administracíón a través de! órgano superior jerárquico puede todavía rnotivar un nue-
vo acto administrotivo revocando el del inferior, en tonto que en los recursos de re-
posición la propia outoridod que ha dictado el acto, revisa su pronunciamiento y,
por contrario imperio repone la situación jurídica vulnerado. Junto a estos recursos
ordinarios, la Ley recoge et extraordinario de revisión, que siempre habró de dirigirse
al Sr. Ministro, y que se p'antea contra actos administrativos que odquieren, o, mejor
dicho, han adquirido la categoría de firmes, contra los que no cobe ninguna clase
de recursos ordinaríos, firmezo que, como todos conocé^s, orranco del consentimiento
que el administrado presta a^l octo administrativo que ho causado perjuicios a su
derecho o interés, dejando transcurrir los plazos que la Ley le concede para utiiizar
cuolquiera de los recursos mencionados. Los plazos, en nuestro ordenamiento jurídíco,
como en cualquiera del Derecho camparado, son preclusivos. Sin emborgo, por de-
termina^das circunstancias, el octo administrativo puede ser examinado por esta vía
extraordinoria de la revisión, si bien los casos que permiten utilizar este cauce son
muy reducidos, según expresa el art." 127 de la Ley de Procedimiento. Las razones
son abvias: el octo administrativo firme sólo podrá ser revisado cuondo en su prc-
mulgación han intervenido uncs circunstancios, ignorodas por et atectodo, que po-
nen de manifiesto los vieios del acto en sí, motivado por errores de hecho, por apa-
rición de documentos de valor esencial, por falsedod (previamente declarados como
tal por el órgono jurisdiccional competente) de documentos o testimonios o bien por-
que en el acto administrativo se hubiese dictedo por prevaricación, cohecho, violentia
u otra moquinación fraudulenta, pero condicionado a que cualquiera de estas figuras
antijurídicos hayan sido decloradcs así por sentencia firme judicial; es decir, que si,
por ejemplo, un funcionario que dictase un acto de esta noturaleza es separado del
servicio a consecuencia de un expediente odministrativo, no es por si sólo suficiente
este hecho para planteor la revisión, si tal conducto por los Tribunales ordinarios no
ha sido previomente encausada, tipificada y condenoda.

1.^'SL^ANZA MEI)IA.^-- y
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Esbozodos en lineas generales aquellas ^deas fundamentales dentro de la doc-
tr^na general del procedun^ento, exam^nemos, también sucintamente, el orden interno
de la tramitación de nuestros recursos, regulados por la O. M. de 3 de diciembre
de 1965.

Uno vez que el acto adm^nistratrvo reúne las condiciones para ser objeto de re-
curso, dentro del plazo legal, (no olvidemos que las normos de procedimiento son
de orden público y por tanto han de cjustorse a un formalismo rígido, en especiol
en lo que concierne a los plazos) se tormula con la presentación del escrito, acom-
pañodo de su copia, en el Registro General del Ministerio, en las dependencias a
que se refieren los artículos 65 y 66 de la Ley de Procedimiento (Gobiernos Civiles,
oficinas de correos o delegaciones del Deportamento) y en los Centros docentes del
Ministerio, cuando cualquier afectado esté adscrito a los servicios del mismo, quie-
nes lo remitirán a la Sección de Recursos. Las razones del porqué se exige copia del
escrito de recurso, están fundamentados en uno mayor garantío del recurrente, el cual,
porodójicomente, no lo ent^ende así; de hecho no ocurre, pero puede suceder que
ol remitir la Sección al Centro o dependencia que deba informor y enviar los ante-
cedentes, si se mandara^ el escrito único y por cualquier circunstancia se extraviara
o destruyero, siempre el original queda en el archivo de la Sección y puede recons-
truirse el expediente de recurso en cualquiera de estos cosos. A este respecto con-
viene recordar que el plazo señolado por el ort." 4.^ de la O. M, de 3 de diciembre
de 1965, no se cumple en muchos casos por las respectivas Secciones u órganos
del Depa^rtamento y demoran, a veces en demasia, la devolución de los antecedentes
y de lo copia del recurso; ello hace, naruralmente, que se obstoculice la morcha del
Servicio de Recursos que ya de por sí onda sobre<orgado, porque, además, aún no he
Ilegado a comprender los razones del porqué, en muchos casos, existe cierta pre-
vención o remitirnos el expediente completo, y una vez exominodo y estudiado para
redactar lo propuesta nas tropezamos con que de nuevo hoy que insistir interesando
la remisión de documentos vinculados cl recurso que no han sido enviados en su
princrpio; ello sin contar que en muchos ocosiones por los Centros dependientes no
sólo existía una adversión a colaborar sino incluso una negativa, lo cual dió lugar
a que en la redacción de la Orden de recursos en 1965 fuera^ preciso establecer su
ort." 5.°, facultando, imperativamente, ot Jefe del Servicio paro reclamar cualquier
ontecedente, con el contrapunto de lo obligación de suministrar los datos o docu-
mentos interesados.

Una vez ya el expediente completo, y reportido para su estudio, los Letrados
Asesores formulon lo propuesta que, conformada por el Jefe del Servicio, se somete
paro su resolución al órga^no competente. Dictada la resolución pertinente termina
la función del servicio en la vío gubernotiva. Cuondo la propuesta es desestimatorio,
la Sección directamente somete ésta a la consideroción y aprobarión del órgono de-
cisorio; si, por el contrario, la prapuesta es estimatoria, de conformidad con el
art.° 7." de nuestra Orden de recursos, se envía pora su conocimiento, examen y,
en su caso, reparos a la autoridod u organismo que hoya dictado el acto impugnado
y de nuevo nos encontramos con el mismo inconveniente apuntodo al referirnos a
los antecedentes: io demora por parte de algunos servicios a prestar su conformidod
Con la propuesta o a formular los reporos, y ello dio lugar a^ que se señalara un plozo
taxativo; sin embargo nuestro servicio comprende el recorgo de los demás y no se
muestra muy exigente con respecto o la preclusivilidad de los ocho días a que se
refiere el apartodo segundo del art.° 7.° de nuestra^ Orden; se nos ho objetado el
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mc^so último de este pórrafo por cuanto en plazo tan perentor^^, por el juego del
s^lencio, Ilegamos a lo conclusión de la eficacia ccnst^tutiva de la propuesta, en ro-
zón a que al no contestcr dentro del mismo la entendemos como una conformidod
con el cnterio que a tal respecto mantiene la Sección de Recursos en su propuesta;

el fundamento de ello estriba en que el problema jurídico concreto e individualizado
que se examina, es ya conoc^do por la Sección de origen y como en la propuesta de
resolución se contiene el criterio del servicio, criteno yue está argumentado con a^rre-
glo a Derecho, resultaría todo plazo superior demasiado dilatorio con grave que-
branto para el servicio que se ve obligado a rectificor, como ocurre en la moyoría
de los casos en que se hc resuelto un concurso de traslados; ya sabemos, en estos
supuestos, y no se nos escapo, que la estimación de una pretensíón Ileva a cabo un
flujo y reflujo en el movimiento de destinos, con los consiguientes cambios y tras-
tornos que ello origina, pero frente o ello razones de justicio son más concluyentes

que las de reelaborar un nuevo expediente; cuando ello se produce existe la idea
de que nosotros no olcanzamos a comprender el desajuste que producimos, extremo
que no es exacto, pues en definitivo todos somos funcionarios y nos sentimos obli-
gados a ser defensores de lo Admínistración; una propuesta estimatoria no es grato
para nuestro servicio; contrariamente a lo que piensan algunos, hobida cuento que
nos coloca en situoción de oponentes con los compañeros y con nuestros superiores,
por entender tonto unos, como otros, que nos convertimos en defensores del admi-
nistrodo, siendo demasiado benévolos, y o tal respecto hemos de decir que cuando
ello se presenta, por lo general, se controston los diversas opiniones entre los com-
pañeros del servicio y me satisface proclamor, salvo rarísimas excepciones, la^ coin-
cidencia de opiniones; ol no ser así, apelamos al autorizado dictamen de la Asesoría
Jurídico a modo de árbitro interno.

Lo que conviene destacor es la problemótica del agobio de tiempo y las dificul-
tades con que cuenta el servicio para redactar las propuesta,; desde que me hice
cargo del servicio, mi mayor empeño fue el de la^ difusión o publicidad de las reso-
luciones que, en vía de recurso, tramita el Departamento con objeto de que por
las diversas Secciones se fuera conociendo la pequeña jurisprudencia administrativa,
o la par que se deshiciera la no menos pequeña leyendo negra que, con respecto
a nuestro servicío, se tejía en opinión de algunos; crea que hoy no cabe mayor elo-
cuencia para echar por tierra la misma que oconsejar lo lectura de nuestro Boletín
Oficial en el que se publican íntegramente los recursos resueltos. No voy o insistir
sobre esto, puesto que sería oportarse del objeto que perseguimos con esta conferen-

cia, pero si puedo oseguraros, y cualquier compañero puede corroborarlo, que es
rara la repetición de una misma problemótica en diversos recursos, sa^lvo aquellos
masivos cuyo pretensión permite su acumulación para resolver en un mismo pro-
nunciamiento; fuera de estos supuestos, que son los menos, lo cierto es que ol
concluir de redactor una propuesta e iniciar el estudio del expediente siguiente los
problemcs entre ellos son diferentes o diametrales. Por otro lado, el número de re-
cursos, en estos últimos oños han sufrido un aumento consideroble en especial a par-
tir de la Ley de Retribuciones. Quiero destacar, a este respecto, que el primer pro-
nunciamiento y por consiguiente lo nueva doctrina que sobre reconocimiento de ser-

vicios, a efectos de trienios, fue proclamada por el Departamento en su O. M. de
l.° de marzo de 1966, al resolver un recurso de un Catedrótico de Universidad. Lo
tesis que sentó el Ministerio, en esta resolución, fue calcada por la jurisprudencia
del Tribunol Supremo cuya primera Sentencio es de 14 de noviembre de 1966; es
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dec^r, nueve meses después de Ic 0. M. de i de morzo de 1966, y como anécdota
cunosa en este recurso, o cuyo cump,^m,ento se opuso el Mmisterio de Houenda,
fue Ilevada la d^scus^ón al Conse^o de M:r.istros, el que, previo ^ntorme de la Direc-
ción Generol de lo Contenc^oso def Estado, acordó lo nul^dad de d^cha O. M. por ser
controna o Derecho y al rem^hrse, parc decretar su nul^dad, el Consejo de Esiodo,
por ser preceptivo en estos casos, en su d^ctamen proclomó yue dicha O. M. estaba
plenamente ajustada a Derecho !o que ev;dencia que este asunto, como todos, se so-
mete a un estud^o detenido y exhoustrvo procurando, en todo momento, adecuarnos
en la propuesta ol ordenamiento juridito vigente. Ello no quiere decir, en modo al-
guno, que nos consideremos ccmo depositancs de la verdad jurídica, puesto que, co-
mo humanos, sufrimos nuestras equivocaciones, al mismo tiempo que la jurisdicción
revisoria no comparte el criterio juríd^co de algunas resoluciones como lo prueba los
follos del Tribunal Supremo estimando los recursos contencioso-administrativos que,
de vez en cunndo, se producen, ofortunadamente en menor escala con relación a lo
múltiple jurisprudenua que confirma los pronunciamientos del Departamento; no hoy
que olvidar que de "todo hay en la v^ño del Señor".

Lo que sí es evldente que la mater^a de recursas adquiere de día en día mayor

relieve, como lo pruebo el número creciente y constonte de reclamacianes que en

esta via, por ser preceptwa, se p:antean; de un promedio de cuatrocientos recursos

que se veníon presentondo, de cuotro años a esto parte el número de recursos anuales

que entran en el Departamento, ounque muchos de ellos son masivos, sobrepasan

de los tres mil, lo cuol supone un aumento de quinientos por cien.

Por estas rnzones expuestas considero una necesidad ineludible el que existo
uno moyor coherenc^a entre la Sección de Recursos y Ias demás del Ministerio; no
quiero decír con ello, vaya por delante, que no hayamos encontrodo siempre en las
distintas Secciones la máx^ma ayuda, lo máxima comprensión y el mnyor a^fecto entre
todos facilitando nuestra labor, salvo las raros excepciones opuntadas, referentes a
lo demora en Ia remisión de antecedentes, y ello aisladomente, esperando que en
el futuro, Ia coordinación interesada sea mós estrecha y eficoz; nuestro mayor deseo
es el de lograr una conjunción armónica, por tal rozón esta iniciativo es de lo más
plausible, puesto que permite un combio de ^mpresiones, o la por que pone de ma-
nifiesto las aristas que se precisa limar, habida cuenta el denominador común que
nos une a todos en nuestra condición de funcionnrios públicos al servicio de la Ad-
ministración, lo que eyuivale a decir ser servidores del bien común que es el criterio
teleológico que debe presidir al Estado en todo su oraanización que aunque compleja
y múltiple en sus medios e instrumentos tiene ese solo fin que cumplir.

Esbozada ya con carácter general la via gubernativa, dibujadas sus líneas fun-
domentales y las peculiaridades que la adornan, sucintomente, también, varnos a
ocupornos de ta vía contencroso-administrotiva.

Esta jurisdicción se plasma en lo Ley de 27 de diciembre de 1956, y tiene como
razón de ser el logror la eficaz garantío de Ias situaciones jurídicos, por cuanto, como
reza en su exposición de motivos, "el acatamiento y cumplimiento de los normos se
impone, por ende, cuolquiera que sea el criterio subjetivo de las autoridades y fun-
cionarios, como base de la existencia de un orden social y de la unidad de la acción
administrativa". Todos conocemos, pues, el sentido y alcance de esta jurisdicción y
la función que realizo el Tribunal Supremo, así como de su ingente tarea como lo
evidencia el que de las seis Salas de que se compone este alto Tribunal, tres de
ellas están exclusivamente dedicados a los recursos contenciosos odministrotivos, para
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conocer, en primera instancia, o, en grado de ope!ación, de todos los cuestiones que

s^ plantean entre el edministrado y la Admi^istroción seo cuol fuere su esfera y

competencia.

Si^ndo nuestro Ministerio el que cuenta con mayor número de personal que, en
sus diversas escalas y funciones acuden o esta vía, no resulta difícil proclamar que

los más osiduos clientes del Tribunal Supremo sean los funcionorios o administrados
que mantienen re!aci^nes jurídico-administrativas con el Departamento, por ello no

es de extrañar que por ser preceptivo el recurso previo de reposición, al que le
sigue en la vía contenciosa, resoltemos el excesivo número de recursos que con onte-

r^^ridad son depurados por nuestro Servicio.
Dictada una resolución denegatoria, el administrado si ha interpuesto recurso de

alzada puede plantear recurso de reposición ante el Ministerio u optar por acudir

directamente al Tribunal Supremo por cuonto la reposición, en estos casos, es potes-

tativa en virtud del aportado a) del art." 53, de su Ley propia que excluye de lo

reposición a los actos que implican resolución de cualquier recurso administrativo.

Cualquier otro octo cdministrotivo para ser impugnado ante nuestro mós alto Tri-

bunal, como queda dicho, precíso del previo recurso de reposicidn. En materia de per-

sonal, (a postulación y representoción puede hacerla el propio funcionario que recu-

rre. EI trómite ante el Tribunal Supremo es sencillo, basto con un simple escrito

anunciando el propósito de formular recurso contencioso-administrativo acompañando

el acto recurrible, o manifestar que se presume denegado por silencio administrativo,

interesando de lo Sola que reclame los ontecedentes al Ministerio, quien los remite

con objeto de que se ponga de manitiesto el expediente completo pora que, en e!

plozo de veinte dícs, se formule la demanda. Puede ocurrir que el Departamento no

envíe toda lo documentación y el recurrente, de conformidad con lo establecido en

el art." 70, dentro del p!azo de los diez primeros díos, podró solicitar que se com-

p!ete el expediente quedando en suspenso el término paro formulor la demanda; una

vez completado éste, redoctcdo el escrito de demanda y de no solicitar prueba, se

señalaró para votación y fallo, sin más, salvo que el interesado, por medi^ de otrosi

en lo demonda interese la celebración de visto oral, que es potestativo del Tribunal

la concesión o no, o también que lo estime pertinente el propio Tribunal y lo ocuerde

así; de no solicitarla, ni acordarlo la Sola, se formu!oró por la parte o partes un

escrito de conclusiones, ciñéndose a la cuestión debatida, sin plantenr cuestiones

nuevas.

Como defensor de la Administración actúa la Abogacía del Estado, no la de los
Ministerios, sino quienes para este servicio estón destinodos en el Tribunal. Aquí es
donde precísamente se plantea un fallo muy estimable y voya por delante mi res-
peto y consideroción a este digno y competente Cuerpo de la Administración y es-
triba en que los Abogados del Estado no son funcionarios administrativos, ounque
sí públicos, y la mecónico de la Administración por no estar en su interior desco-
nocen su rutino; a veces, o pesar de la brillante e'ocuencia y altura de sus informes
se nota lo quiebrc del trecto sucesivo cs decir, lo continuidad del servicio, o, dicho
de otro manera, el vacío que se produce entre la mentalidad jurídico-administrativa,
que la hobitualidad deforma, y la exclusivamente jurídi-a; ello no quiere decir, que
no desplieguen su celo y competencic al servi-io del Estado en su defensa, pero en
ocasiones no es lo mismo servir al Estado que o lo Administrac^ón, creadora del acto
recurrido tras un proceso de elaboración exclusivamente administrotivo y como es
lógico y notural les falta ese mat;z jurídico que sólo se cdquiere con la práctica ac^-
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ministrativa lo que les impide exponer o la Sala ese conocimiento directo y mediato
que fa rutina odministrativa, que engendra una costumbre (en muchos casos vicioso)
que deviene de dicha práctica. Lo Sentencia lo dictará la Sala en el plazo de diez
díos de la celebrcrión de la vista o del señalado para votación y fallo, lo que de
hecho no ocurre, pero esta es otra costumbre similar a la opuntndo, si bien no ad-
ministrativa, sino jurisdiccional. La Sentencia tendrá que resolver sobre todos los cues-
tiones controvertidas en el proceso, y puede desestimar o estimar cuando ho entrado
en el fondo del asunto o bien declarar la nulídad de todo lo actuodo por existir
defecios formales que obfigon o reponer las cosas al momento del expediente admi-
nistrativo con objeto de que se subsane tal o cuol defecto, puesto que, como ante-
riormente quedó sentado, las normas de procedimiento son de interés público y hon
de observorse, en cua!quier trámite del mismo, con toda escrupulosidad. Siempre se
pronunciará con respecto o las costas, que en contodísimos supuestos se condena al
pago de ellcs al Estado. Si la Sentencia no fuere lo suficientemente clorn, el recu-
rrente podró solicitor su acloración dentro del dín siguiente hóbil al de lo notificación
de conformidad con lo establecido en el ort.° 363 de la Ley de Enjuiciomiento civil,
ol que se remite expresamente el art.° 87 de la Ley de esta jurisdicción.

Los efectos de las Sentencics dictadas por el Tribunal Supremo, adquieren fir-
meza y deberán ser cump!idos por los Ministerios, en sus propios términos, dentro
del plozo de dos meses. Cabe pedir la suspensión o inejecución, que con carócter ex-
traordinario podrá decretorse por el Consejo de Ministros en los cuotro supuestos que
previene el apartado 2.° del art.° 105. Y es importonte destacar que cuando la Ad-
ministrcrión fuese condenoda ol pago de cantidad Gquida, de no Tener presupuestado
su pago, deberó ineludiblemente dentro del plnzo de un mes a contar de lo notifi-
ficoción de la Sentencia, tramitar un expediante de crédito, suplemento de crédito
o presupuesto extroordinario.

Contra las Sentencias firmes del Tribunal Supremo, cabe el recurso extraordina-
rio de revisión en los cosos tuxativamente marcados por el art.° 102 de la jurisdic-
ción contencioso-admínistrativa.

La intervención de la Sección de Retursos, en esto jurisdicción, se limita exclu-
sivamente a ser el órgano encorgado de la tramitación conforme establece el art.° 9.°
de la O. M. de 3 de diciembre de 1965. A diferencio de la^ antigua jurisdicción de
agravios, en la que el Servicío, además de remitir los antecedentes al Consejo de
Ministros, informoba en Derecho, en materia contencioso-administrativa su actuacián
se concreta exclusivomente a^ ser el punto de contacto entre el Departomento y el
Tribunal Supremo. A mi entender, poro suplir esa laguna en la defensa de la Ad-
ministración, creo que seria fundamental reestoblecer el sistema de informe en De-
recho que, odemás, faci'itnría en gran parte la labor encomendoda a los Abogados
del Estodo y aún mós, el ideal sería -aunque ello es una utopía- el que los pro-
pios Letrados que componen la plantillo del servicio ocudieran al más Alto Tribunol
a montener les resoluciones ministeriales que son impugnados en esta vía. He pro-
curado resumir, a modo de telegrama, las notas peculiares del régimen de recursos
en el Deportamento en ombas vías, sin descender a detoiles que harian interminable
el propósito, Espero, pues, que una idea^ general de moteria ton importantísima ha
quedado plasmado y esbozada en la escasa medída del tiempo en contrapunto con
la enjundin de la cuestión, Para concluir sólo nos resta por insistir, como en los
comienzos, de que un verdadero régimen de garantías jurídicas sólo puede alcanzarse
a través de la instauración de un outéntico Estado de Derecho en el que impera
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como principio fundomental el de ^o iguoldad de todos -Administración y odminis-
trados- ante lo Ley y en la bueno fe de los ciudadanos, de su respeto que equivale
a su observoncio y de ésto por los funcionorios que lo interpreton y oplican.

ADDENDA

En el ziernpo que media entre la jecha de la Conferencia y la de su publicaciún,

se !ta producido un hecho Ittctuoso er: el Derecho espariol, para los jurislas patrios
y en especial para rni. El día 10 de iunio falleció el Maestro de maestros, Dr. Castán
Tobe+tas (y. e. p. d.). EI conoció de mis inquietudes jurídicas y con su cariño y
borzdad in/inita me alentó siempre a proseguir con ellas; por ello, cuando este en-
sayo vea lŭ luz, me faltarán sus palabras de afecto y las enseñanzas que al cornen-
tarlo con él obterzía; sólo me queda su memoria en corrstante recuerdo. Vaya en esta
T.rimera publicaciún mía, después de su ausertcia /ísica, la expresiótt de nzi pro-
jundo dolor, de mi lealtad y cariizo, al que siendo Maestro de todos, rne distinguió,
particularmente, con su magisterio y estimación personal, considerándome como dr
la /amiliu.-J. M. P. Q.

EI Director General inaugura nuevos Centros en Salamanca
La programación, dentro del vigente Plan de Desarrollo, prevé cn Sala-

manca ciudad la arnpliación de tres institutos de Enseñanza Media. Uno, en
el barrio Garrido; otro, en el polígono del Tormes, y el quc lleva el nombrc
de Lucía Mcdrano, Instituto Femenino quc se inauguró cl 21 dc junio. E.1
Pruf. Asís Garrote, Dircctor general de Enseñanza Media, inauguró también
ot,-o nuovo Centro de macstría industrial.



PLAN DE BACHILLERATO ELEMENTAL UNIFICADO
(Cuestlonarlos y Programas)

Un vol. dc 304 págs., 21 x 14,5 cros. Pta:,. RO

Por Ley 16/1967, de 8 de abril, fue aprobado el nucvo Plan de Ba^hillerato
Elemental, unificando el primer ciclo de la Enseñanza Media. Este Plan, exigi-
do por el crecicnte impulso dado a la extensión de la tal enseñanza por toda la
geografía patria, y por la fusicín de la Enseñanza Media con la Laboral, ticnde
a establecer una base común docente, de suerte quc «toda la iuventud españo-
la reciba una misma educación durante los años que preceden al despertar de
la vocación profesional^. EI volumen, yue aeaba de editarse, recoge cuanto
puede interesar sobre dicho Plan a Profesores, pedagogos y alumnos, tanto en
e: aspecto legislativo como en el didáctico, de acuerdo con el siguiente su-
mario:

UNIFICACION DEL PRIMER CICLO DE LA ENSEÑAN7_A MEDIA. Ley
16/1967, de 8 de abril («B. O. E.», del 11 de abril).

PLAN DE ESTUDIOS DEL BACHILLERATO EL.EMENTAL. Decrcto 1106/
1967, dc 31 de mayo («B. O. E.», del 12 de junio).

ENSEhANZAS Y ACTIVIDr1DES COMPLEMENTARIAS del Plan dc Estu-
dios dcl Bachillerato Elemental. Orden de 2 dc junio de 1967 («B. O. E.^>,
del 22 de junio).

NORMAS PARA LA IMPLANTACION DEL NUEVO PLAN DE ESTUDIOS^
dcl Bachillcrato Elemental y la adaptación de los anteriores. Orden de 3 de
junio de 1967 («B. O. E.b, del 30 de septiembre).

Cciestionaríos: Religión.-Lengua Española.-Geografía e Historia.-Latín.
Matemáticas.-Física y Química.-Cicncias Naturales. Dibujo.-Francés.-In-
glés.-Alemán.-Italiano.-Formación del Espíritu Nacional (Alumnos).-For-
mación dcl Espíritu Nacional (Alumnas).-Formación Manual (Alumnos).-En-
señánzas de Hogar (Alumnas).-Educación Física y Deportiva (Alumnos).-
Educación Física y Deportiva (Alumnas).

Programas del Bachillerato Elemental. Resolución de la Dirección General
de Enscñanza Media de 21 de novicmbre de 1967 («B. O. Ministerio» dc 23 de
enero de 1968): Lengua Española.-Gcografía e Historia.-Latín.-Matemáti-
cas.-Física y Química.-Ciencias Naturalcs.-Idiomas Modcrnos.--Formación
del Espíritu Nacional (Atumnos).

Programas dc Educación Física, Formación del Espíritu Nacional y Ense-
iim2zas de Hogar para alumnas del Bachillerato Elernental. Rcsolución de 20 de
febrero de 19ó8 («B. O. Ministerio» de 4 dc marzo): Educación Física (Alum-
nas).-Formación del Espíritu Nacional (Alumnas).-Enseñanzas d^ Hogar
(Alumnas ).

Apéndtces a los prograrnas: Religión: Primer Curso.-Educación Física
(Alumnos)--Educación Física (Alwnnas): Programas complcmentarios. Nata-
ción y Aire libre.

Pedidos a:

^ REVISTA «ENSEÑANZA MEDIA^

Atocha, 81-2 ° Tcl. 230 ^3 00 MADRID (12)
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